El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:

Sentencia  – 1ª instancia – 25 de abril de 2018
Proceso:


Tutela  – Falta de legitimación - Improcedente
Radicación Nro. :

66001-22-13-000-2018-00102-00
Accionante (s): 

Ángela Castaño Vélez, en interés de la señora Josefina Vélez Cardona
Accionado (s):

Juzgado Segundo Civil Municipal y la Inspección Segunda Municipal de Policía de Dosquebradas.
Vinculado (s):

Juzgado Civil del Circuito de ese lugar y los señores Gerardo Zuluaga López y Carlos Alberto Marín González, este último Juez de Paz.
Magistrada Ponente:
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Temas: 


CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL /ORDEN DE DESALOJO / FALTA DE LEGITIMACIÓN / IMPROCEDENTE - En el asunto bajo estudio, la señora Ángela Castaño Vélez, dejó de expresar que actuara como agente oficiosa de Josefina Vélez Cardona, quien dice ser la afectada con las decisiones adoptadas por las entidades demandadas, y aunque así puede entenderse, los hechos que relató para justificar el impedimento de esta última para ejercer su propia defensa, no se consideran suficientes para legitimar la interposición a su nombre de la demanda constitucional. Razón por la cual esta Sala, en el auto que admitió la tutela, requirió a la promotora de la acción a fin de que acreditara la calidad en que actúa respecto de la citada señora Vélez Cardona y que la facultara para interponer el amparo, sin embargo, el término de dos días concedido para ese efecto, venció en silencio.

En estas condiciones la señora Ángela Castaño Vélez carece de legitimación en la causa y por tanto el amparo reclamado resulta improcedente.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, abril veinticinco (25) de dos mil dieciocho (2018)

     
Acta No. 132 del 25 de abril de 2018
Expediente No. 66001-22-13-000-2018-00102-00

Se decide en primera instancia la acción de tutela de la referencia, instaurada por la señora Ángela Castaño Vélez, en interés de la señora Josefina Vélez Cardona, contra el Juzgado Segundo Civil Municipal y la Inspección Segunda Municipal de Policía de Dosquebradas, a la que fueron vinculados el Juzgado Civil del Circuito de ese lugar y los señores Gerardo Zuluaga López y Carlos Alberto Marín González, este último Juez de Paz.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató la promotora de la acción los hechos que admiten el siguiente resumen:
1.1 Mediante sentencia de tutela, el Juzgado Segundo Civil Municipal de Dosquebradas ordenó a la señora Josefina Vélez Cardona desalojar el inmueble ubicado en la peatonal 12, casa 48, del Barrio El Progreso de esa localidad.

1.2 La diligencia de entrega de ese bien, fue programada para el 4 de abril de este año, a las 2:00 p.m. 
1.3 A fin de proteger los derechos de la citada señora, quien es adulta mayor y discapacitada ya que padece de artrosis degenerativa y osteoporosis, “con declaración extrajudicial me comprometo a desalojar el bien el lunes a las 8:00 de la mañana”. Además, en esa vivienda reside un joven de 24 años que sufre de quiste cerebral y epilepsia.
2. Pretende se suspenda el desalojo ordenado hasta el día 9 de abril siguiente, fecha en que hará entrega voluntaria del bien. Esta solicitud, también la formuló como medida provisional.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Mediante proveído del pasado 4 de abril se admitió la acción, se requirió a la promotora de la acción para que acreditara la calidad con la que actúa respecto de la señora Josefina Vélez Cardona y que la faculte para interponer el amparo; se dispuso, como medida provisional, la suspensión de la diligencia de entrega programada para ese mismo día y se ordenó vincular al Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas y al señor Gerardo Zuluaga López. Con posterioridad se ordenó lo propio, respecto del Juez de Paz, señor Carlos Alberto Marín González.
2. En el curso de esta instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 El titular del Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas dijo que la decisión que adoptó en la acción de tutela que interpuso el señor Gerardo Zuluaga López, de la cual conoció en segunda instancia, se dirigió a proteger el derecho al debido proceso del accionante, vulnerado por las entidades allí demandadas, que alegaron su falta de competencia para practicar la entrega del inmueble ordenada por la Justicia de Paz, pero dejaron de remitir la comisión a la autoridad que sí fuera responsable. Es decir, que en ningún momento dispuso el desalojo del bien.  
2.2 El señor Gerardo Zuluaga López señaló que lo que pretende la señora Ángela Castaño Vélez con esta acción constitucional, es dilatar el cumplimiento de la sentencia de tutela que le ordenó, en calidad de arrendataria, restituir el bien descrito en los hechos de la demanda. De otro lado, el amparo frente al fallo de tutela, que se originó en la decisión adoptada por el Juez de Paz, es improcedente, así como la declaración extrajuicio rendida por la citada señora. 
2.3 La Inspectora Segunda de Policía de Dosquebradas manifestó que tan pronto como recibió la orden expedida por esta Sala, se abstuvo de llevar a cabo la diligencia de entrega ordenada por el juzgado accionado dentro del incidente de desacato radicado bajo el No. 2018-00030. Además, el 9 de abril pasado procedió a remitir el despacho comisorio al Alcalde de Dosquebradas, de conformidad con lo dispuesto por el Juzgado Civil del Circuito de esa ciudad.
2.4 El Juez de Paz, señor  Carlos Alberto Marín González, alegó que el trámite relacionado con el bien inmueble ubicado en la peatonal 12, casa 48, del Barrio El Progreso, se adelantó con la señora Ángela Castaño Vélez, motivo por el cual no comprende como esta pretende ahora actuar en nombre de Josefina Vélez Cardona, quien no intervino en aquella actuación.
2. La titular del Juzgado Segundo Civil Municipal de Dosquebradas guardó silencio.
C O N S I D E R A C I O N E S
1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala decidir si la promotora de la acción se encuentra legitimada para solicitar el amparo invocado. Solo de estarlo, se analizará si los despachos accionados y vinculados incurrieron en lesión de algún derecho de que sea titular la persona que representa, con las decisiones de ordenar la entrega del inmueble que habita.

3. De conformidad con el artículo 10 del decreto citado, la tutela podrá ser ejercida por la persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien podrá actuar por sí misma o por medio de representante y los poderes se presumen auténticos. Esa disposición también autoriza agenciar los derechos ajenos, cuando el titular no esté en condiciones de promover su propia defensa. 

De acuerdo con ese precepto, la acción de tutela debe ser intentada por la persona que considera lesionado un derecho fundamental del que es titular, para lo cual puede actuar por sí misma o por quien la represente. En este último evento no se autoriza una representación ilimitada y por ende, para obrar a nombre de otro, en procura de obtener amparo constitucional, debe haber justificación aceptable, para lo cual resulta menester acreditar que se es el representante legal de la persona en cuyo nombre se actúa; o aportar el respectivo poder para obrar y de intervenir un tercero como agente oficioso de quien ha resultado lesionado en sus derechos, debe señalarlo de manera expresa e indicar las razones por las cuales no puede el perjudicado promover su propia defensa.

Al respecto ha dicho la Corte Constitucional
:

“La legitimación por activa en la acción de tutela se refiere al sujeto procesal titular de los derechos fundamentales presuntamente vulnerados o amenazados. El artículo 10° del Decreto 2591 de 1991 “por el cual se reglamenta la acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política” determina la legitimidad y los intereses en la presentación de la acción constitucional de amparo, así, indica que la acción de tutela podrá ser ejercida en todo momento y lugar por cualquier persona vulnerada o amenazada en sus derechos fundamentales, quien podrá actuar por sí misma o a través de representante.

 

Más adelante, señala la norma en su segundo inciso:

 

“También se pueden agenciar derechos ajenos cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa. Cuando tal circunstancia ocurra, deberá manifestarse en la solicitud”. 

De esta manera, la jurisprudencia constitucional ha determinado de manera reiterada que existen tres vías procesales adicionales a la propia para la interposición de la acción de tutela, a saber: i) a través de representante legal del titular de los derechos fundamentales presuntamente violados (menores de edad, incapaces absolutos, interdictos, etc.); ii) por intermedio de apoderado judicial; y iii) por medio de agente oficioso.

 

En la sentencia T-652 de 2008 la Corporación definió la agencia oficiosa así:

 
“la agencia oficiosa se deriva de la imposibilidad del titular de los derechos fundamentales de promover su propia defensa ante el juez de tutela. Es decir, a fin de garantizar la protección y eficacia de los derechos fundamentales del agenciado, la ley y la jurisprudencia admiten la interposición de la acción de tutela a través de un tercero indeterminado que actúe a su favor, sin la mediación de poderes”.
 

A su vez, esta Corte ha reiterado los requisitos de procedencia para el agente oficioso en la presentación del amparo: (i) El agente oficioso manifieste actuar en tal sentido; y, (ii) de los hechos y circunstancias que fundamentan la acción, se infiere que el titular de los derechos fundamentales presuntamente conculcados se encuentra en circunstancias físicas o mentales que le impiden su interposición directa
. Adicionalmente, la Corte ha precisado que, en todo caso, las condiciones normativas y jurisprudenciales para el ejercicio legítimo de la agencia oficiosa en materia de tutela, deben ser valoradas por el juez constitucional a la luz de las circunstancias particulares del caso puesto a su consideración
.”
4. En el asunto bajo estudio, la señora Ángela Castaño Vélez, dejó de expresar que actuara como agente oficiosa de Josefina Vélez Cardona, quien dice ser la afectada con las decisiones adoptadas por las entidades demandadas, y aunque así puede entenderse, los hechos que relató para justificar el impedimento de esta última para ejercer su propia defensa, no se consideran suficientes para legitimar la interposición a su nombre de la demanda constitucional. Razón por la cual esta Sala, en el auto que admitió la tutela, requirió a la promotora de la acción a fin de que acreditara la calidad en que actúa respecto de la citada señora Vélez Cardona y que la facultara para interponer el amparo, sin embargo, el término de dos días concedido para ese efecto, venció en silencio.
En estas condiciones la señora Ángela Castaño Vélez carece de legitimación en la causa y por tanto el amparo reclamado resulta improcedente.

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO: Se declara improcedente por falta de legitimación en la causa por activa, la acción de tutela instaurada por la señora Ángela Castaño Vélez contra el Juzgado Segundo Civil Municipal y la Inspección Segunda Municipal de Policía de Dosquebradas, a la que fueron vinculados el Juzgado Civil del Circuito de esa ciudad y los señores Gerardo Zuluaga López y Carlos Alberto Marín González.
SEGUNDO: Se levanta la medida provisional decretada en el auto admisorio de la demanda.

(Continúa parte resolutiva de sentencia de primera instancia proferida en la acción de tutela radicada: 66001-22-13-000-2018-00102-00)
TERCERO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
CUARTO: De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Sentencia T-787 de 2007, M.P.: Jaime Araujo Rentería, reiterada en sentencia T-882 de 2013, entre otras





� Al respecto, ver entre otras, las siguientes sentencias: T-623 del 16 de junio de 2005, T-693 del 22 de julio de 2004, T-659 del 8 de julio de 2004, T-294 del 25 de marzo de 2004, T-452 del 4 de mayo de 2001 y SU-706 de 1996.


� Sentencias T-573 de febrero 1 de 2001 M.P. Dr. Alfredo Beltrán Sierra y T-452 del 4 de mayo de 2001 M.P. Dr. Manuel José Cepeda
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